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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 54/01
CASO 12.051
MARIA DA PENHA MAIA FERNANDES
(Brasil)

I. Resumen del Caso 

	Víctima (s): Maria da Penha Maia Fernandes

Peticionario (s): Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL)
Estado: Brazil

Informe de Fondo Nº: 54/01, publicado el 16 de abril de 2001
Informe de Admisibilidad: Analizado junto con Informe de Fondo Nº 54/01
Temas: Mujeres / Garantías judiciales y protección judicial / Obligación de respetar los derechos / Violencia basada en género / Violencia física / Violencia intrafamiliar

Hechos: El 29 de mayo de 1983 la señora María da Penha Maia Fernandes, de profesión farmacéutica, fue víctima en su domicilio en Fortaleza,  Estado de Ceará, de tentativa de homicidio por parte de su entonces esposo, el señor Marco Antônio Heredia  Viveiros, de profesión economista, quien le disparó con un revólver mientras ella dormía, culminando una serie de agresiones durante su vida matrimonial.  A resultas de esta agresión, la señora Fernandes resultó con graves heridas y tuvo que ser sometida a innumerables operaciones.  Como consecuencia de la agresión de su esposo, ella sufre de paraplejia irreversible y otros traumas físicos y psicológicos. 
Derechos Violados: La Comisión concluyó que: a) la República Federativa de Brasil era responsable de la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, garantizados por los artículos 8 y 25 de la Convención Americana en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos, prevista en el artículo 1.1 de dicho instrumento, por la dilación injustificada y tramitación negligente del presente caso de violencia doméstica en Brasil; b) el Estado había tomado algunas medidas destinadas a reducir el alcance de la violencia doméstica y la tolerancia estatal de la misma, aunque dichas medidas no han aún conseguido reducir significativamente el patrón de tolerancia estatal, en particular a raíz de la inefectividad de la acción policial y judicial en el Brasil, respecto a la violencia contra la mujer; y c) el Estado había violado los derechos y el cumplimiento de sus deberes según el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará en perjuicio de la señora Fernandes; y en conexión con los artículos 8 y 25 de la Convención Americana y en su relación con el artículo 1.1 de la Convención, por sus propias omisiones y la tolerancia de la violación infligida.


II. Recomendaciones 
	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2018

	1. Completar rápida y efectivamente el procesamiento penal del responsable de la agresión y tentativa de homicidio en perjuicio de la señora Maria da Penha Fernandes Maia.
	Cumplimiento total


	2. Llevar igualmente a cabo una investigación seria, imparcial y exhaustiva para determinar la responsabilidad por irregularidades o retardos injustificados que impidieron el procesamiento rápido y efectivo del responsable; y tomar las medidas administrativas, legislativas y judiciales correspondientes.
	Pendiente de cumplimiento

	3. Adoptar, sin perjuicio de las eventuales acciones contra el responsable civil de la agresión, medidas necesarias para que el Estado asigne a la víctima adecuada reparación simbólica y material por las violaciones aquí establecidas, en particular su falla en ofrecer un recurso rápido y efectivo; por mantener el caso en la impunidad por más de quince años; y por evitar con ese retraso la posibilidad oportuna de acción de reparación e indemnización civil.
	Cumplimiento total


	4. Continuar y profundizar el proceso de reformas que eviten la tolerancia estatal y el tratamiento discriminatorio respecto a la violencia doméstica contra las mujeres en Brasil.
	Cumplimiento parcial

	4.a. Medidas de capacitación y sensibilización de los funcionarios judiciales y policiales especializados para que comprendan la importancia de no tolerar la violencia doméstica.
	Cumplimiento total


	4.b. Simplificar los procedimientos judiciales penales a fin de que puedan reducirse los tiempos procesales, sin afectar los derechos y garantías de debido proceso.
	Cumplimiento parcial 

	4.c. El establecimiento de formas alternativas a las judiciales, rápidas y efectivas de solución de conflicto intrafamiliar, así como de sensibilización respecto a su gravedad y las consecuencias penales que genera.
	Cumplimiento parcial

	4.d. Multiplicar el número de delegaciones especiales de policía para los derechos de la mujer y dotarlas con los recursos especiales necesarios para la efectiva tramitación e investigación de todas las denuncias de violencia doméstica, así como de recursos y apoyo al Ministerio Público en la preparación de sus informes judiciales.
	Cumplimiento parcial

	4.e. Incluir en sus planes pedagógicos unidades curriculares destinadas a la comprensión de la importancia del respeto a la mujer y a sus derechos reconocidos en la Convención de Belém do Pará, así como al manejo de los conflictos intrafamiliares.
	Cumplimiento parcial


III. Actividad Procesal
1. En el año 2002, las partes sostuvieron una reunión de trabajo durante el 116º Período de Sesiones de la CIDH.
2. El 11 de agosto de 2006, la CIDH publicó el Comunicado de Prensa Nº 30/06 con motivo de la adopción en Brasil de la llamada Ley María da Penha.

3. El 28 de octubre de 2011, la CIDH celebró una audiencia sobre los obstáculos para la efectiva implementación de la Ley Maria da Penha durante su 143º Período de Sesiones.

4. El 27 de junio de 2018, la CIDH solicitó al Estado brasileño y a los representantes de la víctima información actualizada sobre el cumplimiento de las recomendaciones. 

5. El 18 de julio de 2018, la CIDH solicitó al Estado de Brasil información actualizada sobre el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 54/01.  El 17 de agosto de 2018 el Estado solicitó prórroga para presentar dicha información. 

6. El 11 de septiembre de 2018, la CIDH solicitó a los representantes de las víctimas información actualizada.
7. El 13 de octubre de 2018, el Estado presentó información actualizada a la Comisión sobre el cumplimiento de las recomendaciones. Los representantes de las víctimas presentaron dicha información el 30 de diciembre de 2018.

IV. Análisis relativo a la información proporcionada
8. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado durante 2018 es relevante dado que se refiere al cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 54/01. Previamente el Estado presentó información en el año 2016.
9. La Comisión considera que la información proporcionada por los representantes de las víctimas es relevante dado que se refiere al cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 54/01. Los representantes de las víctimas previamente presentaron información en el 2016.

10. En razón de lo anterior, la CIDH estima que hay información disponible para realizar el análisis de cumplimiento de las recomendaciones en relación con el año 2018. 

V. Análisis del Cumplimiento de las Recomendaciones
11. En relación con la segunda recomendación, en octubre de 2018, el Estado brasileño informó a la Comisión que, con la  finalidad de establecer si las autoridades judiciales cometieron faltas o violaciones a la Ley Orgánica de la Magistratura Nacional, fue instaurado, en 2011, el Proceso de Sindicância Nº 0006171-17.2011.2.00.0000. En dicho proceso se determinó que resultaría injusto (iníquo) atribuir hechos de 1980 y 1990 a otra gestión del Tribunal de Justicia del Ceará. Además, concluyó que no había evidencia de conductas irregulares en el ámbito de la administración de justicia y, en todo caso, si se hubieran identificado, la determinación y la sanción de las mismas no sería posible porque la acción se encontraría prescrita. A decir del Estado, lo anterior es permisible en la jurisprudencia interamericana puesto que las conductas de los magistrados no constituyen graves violaciones de derechos humanos. Al respecto, el Estado brasileño señaló que la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Escher y otros Vs. Brasil determinó que era pertinente dar por concluida la supervisión de cumplimiento de la sentencia respecto la obligación de investigar los hechos en vista de que los mismos no constituían graves violaciones a derechos humanos y, por lo tanto, no encuadraban en las excepciones de la prescripción de la acción penal establecidas en el derecho internacional.

12. En 2018, los representantes de la víctima alegaron que esta recomendación se encuentra pendiente de cumplimiento. En particular, resaltaron el hecho de que el Estado sólo inició la investigación hasta 10 años después de la publicación del informe de fondo. En tal sentido, el Estado es responsable de causar la prescripción de los hechos. Los representantes argumentan que el Estado debe aportar pruebas de haber realizado una investigación diligente enfocada en el esclarecimiento de la verdad material de los hechos. Igualmente, el Estado debe informar sobre las gestiones realizadas para juzgar y sancionar a los autores y las razones por las cuales operó la prescripción. Los representantes expresaron que la falta de diligencia del Estado en proceder con las diligencias ordenadas por la CIDH, dentro de un plazo razonable, no puede justificar el cumplimiento total de esta recomendación. 
13. La CIDH toma nota de la información proporcionada por el Estado, así como de la remisión de la decisión de la Sindicância Nº 0006171-17.2011.2.00.0000 del 23 de mayo de 2013. Ahora bien, la Comisión observa que, a la fecha de la emisión del Informe de Fondo Nº 54/01, el 16 de abril de 2001, el plazo de cinco años para la prescripción en el ámbito administrativo no se habría configurado, sin embargo, el Estado brasileño inició el procedimiento administrativo hasta diez años después. Como consecuencia, la CIDH encuentra que la configuración del plazo legal de la prescripción en el ámbito administrativo por el transcurso del tiempo es atribuible a la omisión de las propias autoridades del Estado brasileño. Dicha negligencia habría propiciado que los hechos permanezcan en la impunidad. Asimismo, la CIDH observa que en el Caso Escher y otros, citado por el Estado brasileño, la prescripción de la acción penal habría ocurrido antes de la emisión de la Sentencia de la Corte Interamericana, por lo que dicho precedente no es aplicable al presente caso.
14. Finalmente, la CIDH estima que la recomendación segunda del Informe de Fondo Nº 54/01 no se encuentra restringida a la atribución de responsabilidad en la esfera administrativa. Pese a lo anterior, las autoridades brasileñas no han proporcionado información sobre otras acciones llevadas a cabo para determinar efectivamente la responsabilidad por irregularidades o retardos injustificados que impidieron el procesamiento rápido y efectivo del responsable de los hechos. Por consiguiente, la CIDH concluye que esta recomendación se encuentra pendiente de cumplimiento.
15. En relación con la recomendación cuarta, en 2018, el Estado brasileño presentó un amplio informe sobre las acciones tomadas en los últimos años dentro de los siguientes rubros: i) acciones del Consejo Nacional de Justicia para adecuar la actuación del Poder Judicial a una perspectiva de género y enfrentar la violencia doméstica contra la mujer; ii) acciones implementadas por el Consejo Nacional del Ministerio Público para la Advocacia-Geral da União; iii) acciones implementadas por el Poder Ejecutivo Federal a través de la Secretaría Nacional de Políticas para Mujeres del Ministerio de Justicia y Seguridad Pública; iv) acciones implementadas por el Poder Ejecutivo Federal a través del Ministerio de Educación; v) acciones implementadas por los estados, entre ellos, el Distrito Federal, el estado de Pará, Paraná, Piauí, Ceará. En síntesis, la información proporcionada por el Estado puede sintetizarse en las siguientes acciones específicas. 
16. Respecto la recomendación 4 b, en el 2018, el Estado brasileño informó que estaría en proceso la elaboración de un anteproyecto de ley para añadir un capítulo a la Ley Maria da Penha, con miras a introducir normas procesales propias para el procesamiento de los hechos regulados por dicha ley. La instauración de la Política Judicial Nacional de Enfrentamiento a la Violencia contra las Mujeres en el Poder Judicial (Ordenanza Nº. 15) del Consejo Nacional de Justicia (CNJ) del 8 marzo 2017; establecimiento por el CNJ el monitoreo de la actuación de las coordinadoras estatales de la mujer en situación de violencia doméstica y familiar de los Tribunales de Justicia. Adicionalmente, se estableció el Registro Nacional de Violencia Domestica (Cadastro Nacional de Violência Doméstica) mediante Resolución Consejo Nacional de Ministerio Publico (CNMP) Nº 135/2016, modificada por la Resolución CNMP Nº 167/2017. 
17. En relación con la recomendación 4d, en 2018 el Estado informó sobre el implementación del Programa ‘‘Patrulha Maria da Penha’’ y el Programa “Mujer, Vivir sin Violencia” para la ampliación e integración de los servicios públicos orientados a la protección de las mujeres en situación de violencia, incluyendo procesos de registro de propuestas en el Sistema de Convenios del Gobierno Federal para la implementación de Delegaciones Especializadas de Atención a las Mujeres (DEAM) para los estados de Bahía, Ceará, Espírito Santo, Maranhão, Mato Grosso do Sul, São Paulo y Distrito Federal. En 2016, el Estado informó que a través de recursos del programa Brasil Más Seguro, del Ministerio de Justicia, serán reestructuradas las delegaciones especializadas de atención a la mujer, para cubrir las metas del Pacto Nacional de Enfrentamiento de la Violencia Contra las Mujeres; y que para tales efectos se llevó a cabo una investigación, cuyos resultados serán publicados, con el fin de que sirva como guía para la reestructuración que se llevará a cabo. 
18. En relación con la recomendación 4e, el Estado ha informado sobre varias acciones adoptadas con miras a cumplir con esta recomendación, incluyendo: actuación del Ministerio de Educación en el marco del Plan Nacional de Políticas para las Mujeres, para crear directrices curriculares nacionales en temas de género e insertar la temática de género en los materiales didácticos y en los currículos. Asimismo, la implementación de las Directrices Nacionales de Educación en Derechos Humanos mediante Resolución Nº. 1 de 2012 del Consejo de Educación;  Orientación del Programa Nacional del Libro Didáctico (Decreto Nº. 9.099/2017) para que las obras didácticas aborden las temáticas de género y proporcionen debates relativos a la superación de todas las formas de violencia; realización por la SECADI, del Ministerio de Educación, de proyectos de formación continuada en “Educación en Derechos Humanos y Diversidad”, en marcha en 4 universidades federales para capacitación de 1.000 profesionales de la educación; implementación de la Base Nacional Común Curricular (BNCC) en 2018, cuyas competencias incluyen “Ejercitar la empatía, el diálogo, la resolución de conflictos y la cooperación, haciendo respetar y promover el respeto al otro y a los derechos humanos, con acogida y valorización de la diversidad de individuos y de grupos sociales, sus conocimientos, identidades, culturas y potencialidades, sin prejuicios de cualquier tipo”, y “Discutir y analizar las causas de la violencia contra poblaciones vulnerables (afrodescendientes, indígenas, mujeres, LGBTI, campesinos, pobres, etc.) con miras a la toma de conciencia y la construcción de una cultura de paz, empatía y respeto a las personas’’
19. Respecto la recomendación 4, los representantes de las víctimas reconocieron la existencia de un avance significativo para cumplir con los puntos pendientes (b, c, d, e) por parte del Estado. Sin embargo, también expresaron su preocupación frente a la posibilidad de que la determinación del cumplimiento total de la recomendación cuarta, como lo solicita el Estado, pueda traducirse en retrocesos en las políticas públicas dirigidas a la protección de la mujer brasileña. Los representantes consideran el presente caso como emblemático respecto la violencia doméstica en Brasil. Asimismo, manifestaron su voluntad para sostener reuniones de trabajo con el Estado a fin de avanzar en la implementación total de la recomendación. 
20. La CIDH reconoce las acciones adoptadas por las autoridades brasileñas en diferentes ámbitos y valora la voluntad de ambas partes para desarrollar un diálogo y proceso constructivo hacia el cumplimiento total de esta recomendación. Sin perjuicio de ello, en el marco de sus funciones de monitoreo temático y geográfico, la CIDH ha continuado recibiendo información alarmante sobre la violencia contra las mujeres, especialmente en el ámbito doméstico. En octubre del 2018, al concluir su visita in loco a Brasil, la CIDH expresó su preocupación por el agravamiento de la situación de violencia e inseguridad ciudadana en el Estado que se refleja en altos índices de violencia doméstica y feminicidios, y retrasos en investigaciones y procesos judiciales con elevados niveles de impunidad
. Posteriormente, en febrero de 2019, la CIDH reiteró su preocupación por la alarmante prevalencia de asesinatos de mujeres por razón de su género. Hasta el 4 de febrero de 2019, habían sido reportados 126 asesinatos de mujeres en razón de su género y 67 tentativas. Dichos reportes se refieren a casos registrados en 159 ciudades del país, repartidas en 26 estados de Brasil La Comisión constató que, en la mayoría de los casos, las mujeres asesinadas habían anteriormente denunciado a sus agresores, enfrentado graves hechos de violencia doméstica o sufrido ataques o tentativas de homicidio anteriores. De igual forma, advirtió que en muchos de estos casos los agresores eran o habían sido pareja de las víctimas, que casi la mitad de los homicidios de mujeres en Brasil son cometidos por arma de fuego y que, en la mayoría de los casos, suceden en sus propias casas
.
21. En el presente caso, la Comisión destaca que el análisis del cumplimiento de los puntos pendientes (b, c, d, e) de la recomendación cuarta se enmarca bajo un patrón de violencia de género contra las mujeres que afecta al país entero y es resultado de valores machistas profundamente enraizados en la sociedad brasileña. Pese a los avances informados por el Estado brasileño, la CIDH ve con preocupación la tolerancia social que subsiste ante estos hechos, así como la impunidad que continúa rodeando estos graves casos. Por lo tanto, concluye que la Recomendación 4 y compromisos b), c), d), y e) de la recomendación cuarta se encuentran parcialmente cumplidos.
VI. Estado del cumplimiento del caso 

22. Por lo anterior, la Comisión concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. En consecuencia, la CIDH seguirá supervisando el cumplimiento de las Recomendaciones 2, y 4, 4b, 4c, 4d, y 4e. La Comisión reconoce los esfuerzos del Estado brasileño para avanzar en el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 54/01. Asimismo, la CIDH valora la voluntad de ambas partes para continuar con un diálogo y proceso constructivo con miras a alcanzar el cumplimiento total de todas las recomendaciones.
VII. Resultado individual y estructural del caso 

A. Resultado individual del caso

Medidas de verdad y justicia 

· El Estado informó que el responsable de la agresión y tentativa de homicidio en perjuicio de la víctima ha sido condenado y cumplido la pena aplicada.

Medida de Compensación pecuniaria 

· El Estado indicó que, mediante ley aprobada por la Asamblea Legislativa del estado de Ceará, fue efectuado el pago de R$ 60.000 (sesenta mil reais) a la víctima bajo el concepto de reparación materialEl 7 de julio de 2008, durante ceremonia de homenaje a la víctima por su lucha a favor de las mujeres víctimas de violencia doméstica. Además, el Estado señaló que, durante la edición de la “Ley Maria da Penha”, la víctima fue simbólicamente reparada a través de homenaje prestada por el propio Presidente de la República.

· El Senado Federal otorgó a Maria da Penha el premio Ciudadana Bertha-Lutz, ante nominación de la Secretaria de Políticas para las Mujeres (SPM). 
B. Resultado estructural del caso

Legislación 

· En 2004, la aprobación de la Ley No. 10.886/04, que incrementó la pena para el delito de lesión corporal en casos de violencia doméstica, aunque dicha Ley supuestamente ignore otras formas de violencia doméstica que no caractericen lesión corporal.
· La Ley No. 10.778/03 fue parcialmente reglamentada por el Decreto No. 5.009, de 3 de junio de 2004. Esta ley hace obligatorios los servicios de salud en el territorio nacional para mujeres que han sido víctimas de violencia.
· Ley No. 10.745/03 instituyendo el año de 2004 como el Año de la Mujer.
· El 7 de agosto de 2006, el Presidente de la República sancionó la Ley 11.340, que crea mecanismos para cohibir la violencia doméstica y familiar contra la mujer, recibiendo en la ocasión por parte del sancionante, el bautizo “extra oficial” con el nombre de la víctima.
· Aprobación de la Ley Nº. 10.778/03 (2003) la cual hace obligatoria la denuncia, por parte de prestadores de servicios de salud en todo el territorio nacional, en los casos de mujeres víctimas de violencia. 
· Aprobación de la Ley Nº. 10.886/04 (2004) aumentó las sanciones aplicables al crimen de lesión corporal en casos de violencia doméstica. 

· Proyecto de Reforma del Poder Judicial (Enmienda Constitucional Nº. 45 de 2004). 

· El Ministerio de Salud emitió el Decreto Nº. 104, de 25 de enero de 2011, estableciendo la notificación obligatoria de casos de violencia doméstica y sexual contra la mujer. 
Fortalecimiento institucional 

· En 2004, el Estado indicó que fue realizado un Taller Pedagógico para Elaboración de Material de Instrucción para Formación de Redes de Atención Integral a las Mujeres Víctimas de Violencia Doméstica y Sexual, y que disciplinas sobre discriminación de género fueron incluidas en el Currículo Nacional para Formación de Agentes Policiales.
· En 2004, instauración del Plan Nacional de Políticas para las Mujeres.
· En 2004, lanzamiento de la Campaña Nacional “Sua vida começa quando a violência termina.” 
· En 2006, el Consejo Nacional de Derechos de la Mujer (CNDM) aprobó la creación de un Observatorio para monitorear la implementación de ésta Ley, tanto como de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de Belém do Pará", en todo el territorio del Estado.
· El 17 de agosto de 2007, el Presidente de la República lanzó el “Pacto Nacional de Enfrentamiento de la Violencia contra las Mujeres”, durante la apertura de la II Conferencia Nacional de Políticas para las Mujeres. Dicho pacto aseguró, entre los años 2008 y 2011, inversiones de R$ 1.000.000.000 (un billón de reais) para acciones de enfrentamiento de la violencia contra la mujer, a través de una actuación concertada de distintos Ministerios y Secretarías, bajo la coordinación de la Secretaría Especial de Políticas para las Mujeres.
· En 2008, tras 1 año de promulgación de la ley, el Estado informó la creación de 15 Juzgados especializados, y 32 Juzgados adaptados a fin de proporcionar la debida asistencia a mujeres víctimas de la violencia.
· En 2010, se informó la consolidación de la “Central de Atención a la Mujer – Llame 180” como un canal de acceso directo a las mujeres en situación de violencia.

· En 2011 existieron: 46 tribunales especializados en violencia doméstica en 22 estados de la federación, 26 oficinas especializadas de la defensoría pública y 16 oficinas de promotores de género en la Procuraduría General de la República y que las comisarías especializadas en atención de mujeres recibieron R $2.062.432,40.

· En 2013, el Estado destacó dos sentencias de la Corte Suprema en 2012 que resolvieron dudas relativas a la constitucionalidad de sus disposiciones.
· En 2013, el Estado informa sobre la implementación de los programas de capacitación relacionados con la Lei Maria da Penha en coordinación con diversas entidades responsables de la administración de justicia y la creación de una serie de mecanismos estatales para promover la defensa de los derechos de las mujeres, como el Comissão da Mulher no Conselho Nacional dos Defensores Públicos Gerais (CONDEGE), entre otros.
· En 2013, el Estado informó la creación del Foro Nacional de Jueces de Violencia Doméstica y Familiar contra las Mujeres (FONAVID), con el fin de establecer un foro permanente de discusión sobre la Lei Maria da Penha y la violencia doméstica.
· En 2013, el Estado también informa sobre la campaña informativa titulada “Compromisso e Atitude pela Lei Maria da Penha – a Lei é Mais Forte!”, para involucrar al poder ejecutivo, así como a los órganos de administración de justicia y seguridad pública, en el abordaje de la impunidad que rodea a los actos de violencia contra las mujeres.
· En 2016, el Estado informó sobre el acuerdo de cooperación técnica No. 31 de 2011, entre el CNJ, la Escuela Nacional de Formación de Magistrados (ENFAM por su siglas en portugués), y el Ministerio de Justicia, que tiene como objetivo establecer una cooperación técnica en actividades que contribuyan a la divulgación, consolidación e implementación de los instrumentos previstos en la ley 11.340/2006
·  “Manual de Rutinas y Estructuración de los Juzgados de Violencia Doméstica y Familiar contra la Mujer” actualizado en 2017, con el fin de revisar los procedimientos y flujos que se independizan de norma procesal, para estandarizar, uniformizar y conferir mayor rapidez a los procesos.

· Consejo Nacional de Justicia instauró la Política Judicial Nacional de Enfrentamiento a la Violencia contra las Mujeres en el Poder Judicial (Ordenanza Nº. 15) de 8 marzo 2017.

· Consejo Nacional de Justicia publica anualmente un informe evaluativo sobre la actuación del poder judicial en la aplicación de la Ley Maria da Penha. 

· Consejo Nacional de Justicia modificó las tablas procesales unificadas (Resolución Nº. 46 de 18 diciembre 2017) para corregir y precisar el cálculo de los datos estadísticos correspondientes a los procesos relativos a la violencia doméstica contra la mujer, captados por medio de los sistemas “Justicia en Números” y “Módulo de Productividad Mensual”.

· Firma de término de cooperación técnica con el Instituto de Investigación Económica Aplicada (IPEA), por medio del Departamento de Investigaciones Judiciales (DPJ / CNJ), de la Dirección de Políticas y Estudios del Estado, de las Instituciones y de la Democracia (Diest / Ipea) y de la Dirección de Estudios y Políticas Sociales (Disoc / Ipea) para la ejecución del proyecto de investigación “El Poder Judicial en el enfrentamiento a la violencia doméstica y familiar contra las mujeres”, el cual se enfoca en evaluar la atención prestada por el poder judicial a las mujeres en situación de violencia doméstica y familiar.

· Establecimiento del Registro Nacional de Violencia Domestica (Cadastro Nacional de Violência Doméstica) mediante Resolución del Consejo Nacional de Ministerio Publico Nº. 135/2016, modificada por la Resolución CNMP Nº. 167/2017.

· Consejo Nacional de Ministerio Público y la Fiscalía General de la Unión firmaron el 22 de noviembre de 2017 un Acuerdo de Cooperación Técnica para el intercambio de datos del Registro Nacional de Violencia Domestica con el objetivo de dar agilidad y efectividad a las acciones contra autores de feminicidios. 

· Meta institucional de la Estrategia Nacional de Seguridad Pública del CNMP de reducción del número de procesos judiciales referentes al feminicidio (2018).
·  Modernización de los instrumentos de prosecución penal a disposición de los agentes del Ministerio Público a través del Protocolo Modelo Latinoamericano para la Investigación de Muertes Violentas de Mujeres. 

· Consejo Nacional de Justicia institucionalizó la campaña “Justicia por la Paz en Casa” mediante Ordenanza Nº. 15 de 2017, incluyendo la publicación de informes semanales. 

· Publicación en el 2018 un informe analítico “Entre Prácticas Retributivas y Restaurativas: la Ley Maria da Penha y los avances y desafíos del Poder Judicial”, del Departamento de Investigaciones Judiciales del CNJ. 

· Consejo Nacional de Justicia estableció el monitoreo de la actuación de las coordinadoras estatales de la mujer en situación de violencia doméstica y familiar de los Tribunales de Justicia. En 2018, se realizó 24 reuniones con sus representantes, 3 en Brasilia y 21 en los estados con visita a quince juicios, para conocimiento y verificación de las estructuras de que están dotados.
· En 2017 existieron: 496 Delegaciones Especializadas de Atención a la Mujer y Núcleos/Puestos de Atención a la Mujer en las Comisarías; 248 Centros de Referencia de Atención a la Mujer; 92 Albergues; 136 Juzgados de Violencia Doméstica y Familiar contra la Mujer; 40 Núcleos de la Mujer en la Defensoría Pública; y 94 Fiscalías Especializadas. 

· Implementación de la “Patrulla Maria da Penha” para apoyo y acompañamiento de las medidas de protección urgentes, con realización de visitas domiciliarias e interlocución con la red multidisciplinario de protección. 

· Publicación de varios procedimientos y estándares operativos respecto a mujeres en situación de violencia, incluyendo la publicación de la Norma Técnica de Estandarización de las Comisarías Especializadas de Atención a las Mujeres.

· Realización y publicación del estudio “Panorama de las DEAM en Brasil e Identificación de Buenas Prácticas”, producto de consultoría en el marco del Proyecto BRA/04/029 Seguridad Ciudadana, firmada entre el Ministerio de Justicia y el PNUD.

· Implementación del Programa “Mujer, Vivir sin Violencia” para la ampliación e integración de los servicios públicos orientados a la protección de las mujeres en situación de violencia.
· Distrito Federal: Programa de la Policía orientado a la Prevención de la Violencia Doméstica (Policiamento de Prevenção Orientado à Violência Doméstica - PROVID), por medio de movilización comunitaria, visitas solidarias y acciones educativas, e incluyendo la realización de cursos de capacitación sobre el PROVID. Actividades formativas y de capacitación, organizadas por la Policía Militar del DF, para promover el respeto a la mujer. Centros de Atención Especializada con servicios de acompañamiento psicológico, jurídico y social.

· Distrito Federal: Implementación del programa “María de la Penha va a la Escuela con la divulgación de la Ley Maria da Penha en las escuelas públicas.

· Pará: 15 Delegaciones Especializadas de Atención a las Mujeres en los municipios de Abaetetuba, Altamira, Barcarena, Belém, Bragança, Breves, Capanema, Castanhal, Itaituba, Marabá, Paragominas, Parauapebas, Redenção, Santarém, Soure y Tucuruí. Previsto la inauguración de un DEAM en Ananindeua. 

· Paraná: 20 Delegaciones Especializadas de Atención a las Mujeres (1 en la capital; dos en la región metropolitana y 17 en el interior del Estado). Creación de la Coordinadora de las Comisarías de la Mujer.

· Piauí: Creación del Núcleo Policial Investigativo del Feminicidio. Elaboración del Protocolo de Atención Emergente en los casos de personas en situación de violencia de género. Implementación de talleres y cursos en tema de genero a delegadas de policía civil y profesionales de seguridad pública.

Políticas públicas

· En 2008, fue lanzado el Plan Estadual de Acciones para la implementación del Pacto Nacional de Enfrentamiento de la Violencia Contra las Mujeres, a fin de prevenir y combatir todas las formas de violencia contra las mujeres desde una visión integral de dicho fenómeno. 
· Implementación de las Directrices Nacionales de Educación en Derechos Humanos mediante Resolución Nº. 1 de 2012 del Consejo de Educación. 

· En 2016, el Estado se refirió a la Campaña Nacional “Justicia para la Paz en Casa” que inició en el 2015, para agilizar las audiencias y juzgamientos de proceso relacionados con graves amenazas a la mujer. Dentro del desarrollo de dicha campaña, habrían existido tres grandes movilizaciones en marzo, agosto y noviembre, y contó con la participación de todos los tribunales de justicia del país.

· Orientación del Programa Nacional del Libro Didáctico (Decreto Nº. 9.099/2017) para que las obras didácticas aborden las temáticas de género y proporcionen debates relativos a la superación de todas las formas de violencia. 

· Implementación de la Base Nacional Común Curricular (BNCC) en 2018, cuyas competencias incluyen “Ejercitar la empatía, el diálogo, la resolución de conflictos y la cooperación, haciendo respetar y promover el respeto al otro y a los derechos humanos, con acogida y valorización de la diversidad de individuos y de grupos sociales, sus conocimientos, identidades, culturas y potencialidades, sin prejuicios de cualquier tipo”, y “Discutir y analizar las causas de la violencia contra poblaciones vulnerables (afrodescendientes, indígenas, mujeres, LGBTI, campesinos, pobres, etc.) con miras a la toma de conciencia y la construcción de una cultura de paz, empatía y respeto a las personas”. 

· Implementación del Programa de apoyo del Ministerio de Educación a los estados y municipios para la implementación de los currículos alineados a la BNCC.

· Implementación del Pacto Universitario por la Promoción del Respeto a la Diversidad, de la Cultura, de la Paz y de los Derechos Humanos, que reúne a más de 330 instituciones de enseñanza superior públicas y privadas en la elaboración de planes de trabajo para la promoción de los derechos humanos.

· Realización por la SECADI del Ministerio de Educación, de proyectos de formación continuada en “Educación en Derechos Humanos y Diversidad”, en marcha en 4 universidades federales para capacitación de 1.000 profesionales de la educación.
� CIDH, � HYPERLINK "https://www.cidh.oas.org/annualrep/2008sp/cap3.D.3sp.htm" ��Informe Anual 2008, Capítulo III, Sección D: CIDH, Estado del Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH�, párr. 101.


� CIDH, � HYPERLINK "https://www.cidh.oas.org/annualrep/2008sp/cap3.D.3sp.htm" ��Informe Anual 2008, Capítulo III, Sección D: CIDH, Estado del Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH�, párr.  103


� CIDH, Informe Anual 2016, �HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/indice.asp"��Capítulo II, Sección D: CIDH, Estado del Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH�, párr. 369; CIDH, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Informe Anual 2017, Capítulo II, Peticiones, Casos y Medidas Cautelares de la CIDH�, párr. 388


� Corte IDH. Caso Escher y otros Vs. Brasil. Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 208.


� CIDH, Comunicado de prensa 238/18 - � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/238OPesp.pdf" ��CIDH culmina visita a Brasil. Anexo. Observaciones Preliminares de la visita�. Río de Janeiro, 30 de octubre de 2018.   


� Según datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) de la Organización de Naciones unidas, 40% del total de asesinatos de mujeres en ambas regiones ocurren en Brasil. De acuerdo a informaciones relevadas por medios de comunicación, en el estado de Rio de Janeiro, en promedio 300 mujeres son asesinadas al año y solamente en el estado de São Paulo, de enero a noviembre del año pasado, 377 mujeres fueron asesinadas. CIDH, Comunicado de prensa 024/2019, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2019/024.asp" ��CIDH manifiesta su profunda preocupación ante la alarmante prevalencia de asesinatos de mujeres por razones de género en Brasil�, Washington, D.C., 4 de febrero de 2019. 


� CIDH, Informe Anual 2008, �HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2008sp/cap3.D.3sp.htm"��Capítulo III, Sección D: CIDH, Estado del Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH�, párr. 101.


� CIDH, Informe Anual 2008, �HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2008sp/cap3.D.3sp.htm"��Capítulo III, Sección D: CIDH, Estado del Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH�, párr. 103.
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